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SALA PRIMERA Registro NGm.. 1771/88
Seccidén Primera
ASUNTO : Amparo promovido

Excmos. Sres.: por don José Maria
Maldonado Nausia.
D. Francisco Toméds y Valiente

Don Fernando Garcia-Mon y SOBRE : Auto de la Sala de
Gonzélez-Regueral lo Contencidso-
Don Jesls Leguina Villa Administrativo de 1la u-

diencia Nacional, confiyma-
do por Autos de 1la la
Tercera del Tribunal Supre-
mo, en ejecucién de Senpen-
cia.

En el asunto de referencia, la Seccién ha acondado

dictar el siguiente

AUTDO
I

ANTECEDENTES

1.- El1 presente recurso de amparo, formulado el 8 de
noviembre de 1988 por el Procurador don Juan Antonio Garcia San
Miguel y Orueta, en nombre de don José Maria Maldonado Nausia,

se funda en los argumentos que a continuacién se resumen.

En 1974 se adjudicé al recurrente por la Administra-

cién del Estado un contrato de adquisicién de conmutador de
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radio frecuencia y carga artificial. Mé&s tarde, la Administra-
cién impuso al contratista algunas modificaciones, dque no se

formalizaron juridicamente, pero que le obligaron a ejec

una obra més importante y costosa que la inicialmente contrg
da. A consecuencia de ello, el contratista, una vez recibidi la
obra por la Administracién de conformidad, reclamé su pagé Y.
ante el silencio de aquella, interpuso recurso contencipso-
administrativo, que fue resuelto por Sentencia de la Audigncia
Nacional, de 28 de enero de 1985. Esta Sentencia estimé en |par-
te del recurso, declarando el derecho del recurrente a qug "le
sea abonado el importe de la ejecucién material de la obr# en—
cargada por la Administracién con indemnizacién de dafios f per-
juicios derivados de dicho impago a que la demanda se refliere,
cuya cuantificacién por todos estos conceptos se determinaréd en
ejecucién de esta Sentencia". Segin el recurrente, el algance
de dicho fallo viene precisado en el considerando primero gde la

Sentencia, donde se seflala que estd acreditado gue "se encpmen-

d6 al recurrente el disefio y la construccién de la linea de

}

transmisién blindada..., asi como que este Gltimo llevd aacabo
tal encargo sin que se le haya abonado su precio", por lo que
"ha de concluirse con la afirmacién de que la Administracién
demandada no sélo viene obligada a abonar dicho precio, sino a
abonarle los defios y perjuicios que se hayan ocasionado por
aquella, a tenor de lo dispuesto en el articulo 1106 del Cédigo
Civil". A juicio del recurrente queda claro que la Administra-
cién estaba obligada a pagar: a) el disefio de la linea; b) su

ejecucién; c¢) los dafios y perjuicios derivados del impago de
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ambas. También es claro que la condena no lo era a cantidad 11-

quida.

En 1984, el recurrente solicité de la Audiencia,| al

amparo del art. 928 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, [que
acordara: a) el abono por la Administracién de 5.292.000 peg¢se-
tas, en concepto de disefio de la linea, y 6.917.400 pesetas} en
concepto de construccién de la misma, todo ello en pesptas
constantes, mds un 12,75% de aquellas cantidades en concep!o de
lucro cesante, por ser ese el interés que entonces pagaba el
Tesoro por los bonos que emitfia, més el abono de las ggstas
procesales de la ejecucién. La Sala de la Audiencia dio trgsla-
do al Abogado del Estado de la citada solicitud conforme g los

arts. 929 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sin

que aquel hiciera manifestacién alguna en el plazo concedido,

por lo que, a tenor del art. 930, parrafo segundo de la propia
Ley, la liquidacién formulada por la parte recurrente debié ser
aprobada por la Sala. En cambio ésta dio un nuevo plazo a la
Administracién para que cifrase la cantidad a pagar. Tras estos
trémites, la Sala dicté Auto, de 3 de noviembre de 1984, aqui
impugnado, fijando la cantidad a abonar en 5.490.000 pesetas,
mis los intereses legales de dicha suma, contados desde el 16
de julio de 1976. Este Auto fue confirmado en apelacién y siG-
plica respectivamente, por sendos Autos de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo, de 21 de abril de 1987 y 29 de septiembre de

1988.
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El recurrente considera que los mencionados Autos de
la Audiencia vy del Tribunal Supremo vulneran los arts. 14 y
24.1 de la Constitucién. El derecho a la tutela judicial eéec—
tiva reconqcido en este UGltimo, comprende el derecho a obtfner

la ejecucién de las Sentencias en sus propios términos. Este

derecho no se ha cumplido en el presente caso. En primer lq ar,

porque la Sentencia concedia al recurrente el derecho al bono

de la obra realizada, comprendido del disefio de la linea§ de

su construccién, mientras que los Autos de ejecucidn s6lo 1le
H

reconocen el pago de uno de esos dos conceptos, al conceder una

cantidad que el recurrente dice que es aproximadamente igupl al
importe de la factura de disefio. En segundo lugar, la Sentlencia
condena también a la Administracién al pago de la
"indemnizacién de dafios y perjuicios" derivados del impagg, de-

clarando en su considerando primero que debia fijarse "a |tenor

de lo dispuestos en el art. 1106 del Cédigo Civil". No Iiendo

liquida la cantidad de la condena, era aplicable el art. 928 de

la Ley de Enjuiciamiento Civil. Pero los Autos recurridos'iden—
tifican los "dafios y perjuicios" con los "intereses legales",
partiendo del error de que la cantidad era liquida. Por el con-
trario, el art. 1106 del Cé6digo Civil exige indemnizar por todo
el menoscabo econdémico sufrido realmente por el acreedor, y por
eso el art. 928 de la Ley Procesal establece un procedimiento
contradictorio, al objeto de convertir en liquida la condena.
En é1, el recurrente presentdé la liquidacién correspondiente,

que no fue objetada por la Administracién, por lo que tenfia que

haber sido autométicamente aceptada por el érgano judicial. En
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tercer lugar, el Auto de la Audiencia Nacional ahora impugnado

ha sido dictado con quiebra manifiesta de 1los principiog

contra lo dispuesto en el art. 930 de la Ley de Enjuici iento
Civil di6é a la Administrac%én una segunda oportunidad para
mular alegaciones, abriendo asi una via para la rectificagidén a
la baja de la cantidad técitamente aceptada por ésta, en Piola—
cién de los arts. 14 y 24 de la Constituciébdbn, que no pugde ex-
cusarse, como pretende hacer aquel Auto, en razén de 1lg espe-
cialidad del proceso contencioso-administrativo, pues [la Ley
que lo regula no contiene precepto alguno que regule la conver-
sién en liquidas de condenas iliquidas lo que obligaba & apli-
car los arts. 928 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Ci-

vil, cuestién ésta previa a la activacién del cumplimiento de

las Sentencias a que se refiere el art. 110 de la Ley Jurisdic-
cional. Por Gltimo, el mencionado Auto y los que lo confirman,
vulneran el art. 14 de la Constitucién, pues se apartan, sin
justificacién alguna, del criterio de decisién seguido en casos
andlogos por el Tribunal Supremo, segin el cual el momento de
la valoracién no es el de la produccién del afio, sino el del
pago, pues en caso contrario la depreciacién de la moneda impe-
diria asegurar la indemidad de quien ha sufrido el dafio y pro-
duciria una prima injusta en favor de la Administracidén autora

del mismo.
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Por todo ello, se solicita la anulacién de los Autos
recurridos, el reconocimiento del derecho del recurrente a la
ejecucién plena de la Sentencia referida y el restablecimjento
del mismo, para lo cual, la Sala competente de la Audiencig Na-

cional debe aprobar la liguidacién presentada en su dia por el

)]

recurrente y no objetada en plazo por la Administracién dgman-

dada, con las demds medidas necesarias para asegurar su cumpli-

miento y pago por la Administracién.

2.- Por providencia de esta Seccidén, de 19 de diriem-
bre de 1988, se acordé abrir el trémite de admisidén del rgcurso
de amparo, conforme a lo dispuesto en el art. 50.3 de la Ley
Orgénica del Tribunal Constitucional, en virtud de la ppsible
concurrencia del motivo de inadmisién establecido en el art.

50.1 ¢ de la citada Ley Orgénica.

El Ministerio Fiscal alega en este trémite que no se
ha infringido el art. 24.1 de la Constitucién en el presente
caso, porque el 6rgano judicial interpretd razonablemente los
términos del fallo a ejecutar, lo que le corresponde en exclu-
siva, y porque es inconsistente la alegacién de incongruencia,
sin que pueda ser examinada la relativa al art. 14 de la Cons-
titucidén, al no constar que fuera invocado en el momento proce-
sal oportuno. Interesa, por ello, la inadmisién del recurso de

amparo.
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El recurrente reitera, en sustancia, las alegaciones expuestas

en la demanda de amparo y solicita su admisién a trémite.

II

FUNDAMENTOS JURIDICOS

1.~ Procede confirmar la concurrencia de la caus% de

inadmisién indiciariamente advertida en nuestra anterior ppavi—
|

dencia, conforme al art. 50.1 <¢) de la Ley Orgénica del Tryibu-

nal Constitucional.

En efecto, el recurrente alega la infraccién del prt.
24,1 de la Constitucién, que imputa a la supuesta inejecubién

de la Sentencia en sus propios términos. Es cierto que, fomo

este Tribunal ha declarado reiteradamente, el derecho constitu—
cional a la tutela judicial efectiva comprende el de ejecuéién
de las resoluciones judiciales en sus propios términos. Ocurre,
sin embargo, que en el presente caso no se denuncia que la sen-
tencia favorable al recurrente no se haya ejecutado en absoluto
o que el Srgano judiéial competente no haya adoptado las medi-
das necesarias para su ejecucién. Lo que subyace a la demanda
de amparo es tan sélo una discrepancia sobre el alcance de la
ejecucidédn acordada por los érganos judiciales, que el recurren-

te considera no ajustado a los "propios términos" de la ejecu
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toria. A este respecto, debe tenerse en cuenta la doctrina,
igualmente reiterada, de este Tribunal, segin la cual no compe-
te al mismo "precisar cudles sean las decisiones oportunai que
en cada caso hayan de adoptarse en el ejercicio de la potestad
jurisdiccional ejecutiva", ni "sustituir a la autoridad fjudi-
cial en el cometido de interpretar y fijar el alcance d} sus
propios pronunciamientos" (Sentencia 167/87, que cita otras de-
cisiones en el mismo sentido), aunque si le corresponde "yvelar
para que tales decisiones se adopten en el seno del | pro-

cedimiento de ejecuciédn, de un modo razonablemente coheLente

con el contenido de la resolucién que haya de ejecuqarse"

(idem) . En consecuencia, s6lo si las medidas de ejecucidén adop-
tadas fueran arbitrarias o manifiesta e irrazonablemente
disconformes con el contenido del fallo a ejecutar pe¢dria

advertirse la lesién del mencionado derecho fundamental, En

caso contrario, la discrepancia con las decisiones del O&6rgano
judicial competente sobre la ejecucién constituye un problema
de interpretacién del fallo o de la legalidad ordinaria aplica-
ble para la determinacién del alcance de las medidas de ejecu-
cién a adoptar, que no tiene encaje en esta via de amparo cons-

titucional.

En el presente caso, el recurrente entiende que las
resoluciones judiciales impugnadas no ejecutan efectivamente la
sentencia que‘ le fue favorable, pues se apartan de 1los
"términos" de la condena a la Administracién que en ella se

contiene, Para ello realiza una interpretacién del fallo de esa
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sentencia, en relacién con uno de sus considerandos, deducjendo
que la misma condené a la Administracién al pago de una
cantidad iliquida correspondiente a tres éonceptos: disgfio de
la obra, construccién o ejecucién material de la misma y|dafios
y perjuicios, conforme al art. 1106 del Cédigo Civil. sin em-
bargo, en el fallo se declara exXactamente su derecho a que "le
sea abonado el importe de la ejecucidén material de 1la obra...
con indemnizacién de dafios v perjuicios derivados de dicﬁo im-
pago". Asi, no sélo no se dice nada en el fallo sobre lo% gas-—
tos de disefio, sino que, como resulta de la sentencia, eL’recu—
rrente no solicité en el proceso principal que se le abpnaran
dichos gastos, sino una cantidad (6.917.400 pesetas) corrpspon-
diente al coste de la ejecucién material de la obra (5.4p0.000

pesetas) mé&s los gastos generales de empresa Yy beneficio Indus-

trial, segin la factura que adjunta. El auto de la Audiencia
Nacional interpretdé que la sentencia condenaba al pago ge la
ejecucién material, segtn la cantidad liquida fijada pér la
propia parte demandante en el proceso principal (5.490.000 pe-
setas), qQue ahora dice el recurrente no saber a qué correspon-
de, por lo que, en cuanto a este concepto, la medida de ejecu-
cién no puede considerarse irrazonable. En cuanto a los "dafios
Yy perjuicios", es cierto que la sentencia se remite para su de-
terminacién (en el considerando primero, no en el fallo) al
art, 1106 del cCdédigo Civil. Este precepto dispone que "la in-
demnizacién de dafios y perjuicios comprende, no sélo el valor

de la pérdida que haya sufrido, sino también el de la ganancia
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que haya dejado de‘obtener el acreedor", pero afilade "salvo las
disposiciones contenidas en los articulos siguientes”. intre
ellas, el art. 1108 establece que "si la obligacién consistiere
en el pago de una cantidad de dinero, y el deudor incurriere en
mora, la indemnizacién de dafios y perjuicios, no habiendo| pac-
to en contrario, consistiréd en el pago de los intereses conve-
nidos, y a falta de convenio, en el interés legal". Este (ltimo
es el criterio adoptado por la Audiencia para fijar la in@emni—
zacién de dafios y perjuicios. No quiere con ello decirfe que
j
este criterio fuera el Unico legalmente posible, pero éampoco
puede afirmarse que esta decisidén fuera arbitraria y carehte de
base legal. Por otra parte, esta decisién se adopta trasjoir a

las partes en el procedimiento contradictorio a que se refieren

los arts. 929 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
declarando el auto impugnado que el guantum de los "déﬁos \'%
perjuicios" no ha sido demostrado en el mismo, valoracién ésta
de los hechos que compete exclusivamente al érgano de ejecucién

Y que no puede revisar este Tribunal.

2.- El recurrente alega también que en ese procedi-
miento contradictorio no se observé el principio de igualdad
entre las partes, con infraccién de los arts. 14 y 24 de la
Constitucién, pues el art. 930 de la Ley de Enjuiciamiento Ci-
vil prescribe que si el deudor deja pasar el plazo legal (del

art, 929 de dicha Ley) sin contestar a la liquidacién presenta
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da por el acreedor, se entenderé quelpresta su conformidad a la
misma. Seglin el recurrente, la Sala dio un primer trasla@o de
esta liquidacién al Abogado del Estado para que pudiera aiegar
cuanto estimara conveniente, sin que aquél hiciera manifésta—
cién alguna en el plazo concedido; no obstante lo cual otorgd
posteriormente a la Administracién un nuevo plazo para oppner-
se, en su caso, a la liquidacibén presentada por el acreedor.
Pero esta alegacién tampoco es atendible. De las propias mani-
festaciones del recurrente y del auto de la Audiencia Na?ional
se deduce que, en un primer momento, la Sala no dio trasiado a
la Administracién, a los efectos prevenidos en el art. 929 de
la Ley de Enjuiciamiento Civil, sino que, conforme al ary. 110
de la Ley de Jurisdiccién Contencioso-Administrativa, se |[diri-
gié a la Administracién para activar el cumplimiento del fallo,

inici&ndose el procedimiento de liquidacién una vez que la pro-

pia Administracién responde estar pendiente de que se cuantifi-
que la cantidad a abonar. Este proceder no es contrario a la
igualdad de las partes en el proceso. Pero, en cualquier caso,
es evidente que tanto acreedor como deudor pudieron alegar por
igual lo que a su derecho convenia y gque no se causé la
indefensién de aquél en el procedimiento incidental, por lo que
la eventual infraccién de una norma procesal, como la del art.
930 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, carece en este caso de

dimensién constitucional.
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3.— Por Gltimo, el recurrente considera infringido
también el art. 14 de la Constitucién, porque el auto impugnado
no fija la cuantia de la deuda de la Administracién en pesetas

constantes, rompiendo asi, sin Jjustificacién alguna, el

criterio general establecido en numerosas sentencias del
Tribunal Supremo. Pero el caso es que esta pretensidén no se
contenia en la demanda principal, que cuantificaba la deuda en
una cantidad fija, sind que se formula sélo en el incidente de
ejecucién., En este sentido, falta un término de comparaciéh
adecuado, pues el recurrente no cita ningGn auto de ejecucién
en el que, partiendo de hechos semejantes, se llegue a
conclusiones contrarias. Todo ello sin prejuzgar la cuestidn,
de mera legalidad ordinaria, de si la pretensién de liquidar
una deuda en pesetas constantes puede o no deducirse en trémite

de ejecucién cuando no se ha formulado en la demanda principal.

Por lo expuesto, la Seccién acuerda la inadmisién del

presente recurso de amparo y el archivo de las actuaciones.

Madrid, a cinco de junio de mil novecientos ochenta y

nueve.




